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JUEZ PONENTE:MONTENEGRO CAZARES ERNESTO ADOLFO, JUEZ 
PROVINCIAL 
AUTOR/A:MONTENEGRO CAZARES ERNESTO ADOLFO 
SALA MULTICOMPETENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE 
CARCHI. Tulcan, miércoles 9 de octubre del 2024, a las 09h23.

VISTOS: El Tribunal de Garantías Penales, con sede en el cantón Tulcán, provincia del 
Carchi, dicta sentencia en la que declara que existe la vulneración de los derechos 
constitucionales a: la seguridad jurídica; al debido proceso en la garantía de motivación, 
defensa; y, a la propiedad, consagrados en los Arts. 82; 76, numeral 7, literales a) y l); y, 66, 
numeral 26 y 321 de la Constitución de la República del Ecuador, respectivamente, razón por 
la cual  ACEPTA LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN, presentada por la accionante señora 
Noralma De Lourdes Chalen Villao, en contra de la Dirección Provincial del Carchi del 
Servicio de Rentas Internas SRI, representado por el señor Ing. Marco Vinicio Almeida 
Lucero, en su calidad de Director Distrital; por lo que, a consecuencia de aquello, como 
medidas de reparación integral  ordena: a) Retrotraer el proceso coactivo desde la emisión de 
la providencia No. PCA-COBPGEV22-00000001, de fecha 3 de mayo del 2022, mediante la 
cual se dispone el embargo del vehículo de placas XBY0541, debiendo la entidad accionada 
seguir con la tramitación del Procedimiento de Ejecución Coactiva Nro. PCA-COBUAOC18-
00000023 tomando en cuenta dentro de ello que el embargo de dicho automotor se debe de 
efectuar únicamente respecto al 50% que le corresponde al cónyuge de la hoy accionante, esto 
es, al señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, debiendo la ciudadana Noralma De Lourdes 
Chalen Villao ser considerada en calidad de depositaria de dicha cuota y tendrá la 
administración del vehículo de placas XBY0541, conforme a lo determinado en el Art. 380 
del Código Orgánico General de Procesos. Bajo dichos parámetros la pretensión respecto a la 
devolución inmediata del vehículo de placas XBY-0541 planteada de esa manera no resulta 
procedente por cuanto a la legitimada activa únicamente le corresponde el 50% de dicho 
automotor y el otro 50% se encuentra limitado su dominio en relación al Procedimiento de 
Ejecución Coactiva.

b) Como medida de satisfacción, la parte accionada procederá a realizar las disculpas públicas 
a la legitimada activa cuya acción ha sido aceptada, la parte accionada efectuará la publicación 
de aquello en su portal web, a través de un hipervínculo ubicado en un lugar visible y de fácil 
acceso, en la página web institucional durante un mes, y por una sola vez en un periódico de 
mayor circulación de la provincia del Carchi, dentro del término máximo de quince días luego 
que se haya ejecutoriado la presente sentencia, cuyo texto será aprobado previamente por el 
Tribunal. Delega a la Defensoría del Pueblo del Carchi, para que realice el seguimiento del 
cumplimiento de esta sentencia, en todas sus partes, debiendo proporcionar la información a la 
Judicatura mensualmente o cuando la situación así lo amerite;  dispone oficiar a la 
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mencionada autoridad haciendo conocer el particular por parte de la señora actuaria del 
Despacho, en las oficinas de la menciona entidad en la ciudad de Tulcán.

Por el recurso de apelación interpuesto por la parte accionada, sube el proceso a conocimiento 
de esta Sala, radicada por sorteo la competencia en este Tribunal, para resolver, considera:

PRIMERO: COMPETENCIA Y VALIDEZ DEL PROCESO.- Esta Sala Multicompetente de 
la Corte Provincial del Carchi, es competente para conocer esta acción por lo señalado en el 
numeral 1° del Art. 208 del Código Orgánico de la Función Judicial, en concordancia con lo 
señalado en el Art. 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional; y, habiéndose dado a esta causa el trámite legal correspondiente, no existiendo 
omisión de solemnidad sustancial que pueda influir en su decisión, se declara la validez del 
proceso.-

SEGUNDO: FUNDAMENTOS DE HECHO.  

2.1.    La señora Noralma De Lourdes Chalen Villao, con el patrocinio de su defensor Ab. 
Diego Xavier Hurtado Rivera, comparece en calidad de accionante en la presente acción de 
protección, en contra del Director Distrital del Servicio de Rentas Internas representado por el 
Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero (o quienes hagan sus veces), habiendo hecho constar en 
su libelo de demanda como pretensión lo que a continuación de manera textual se trascribe:

“… 1.- Declare la vulneración de mis derechos constitucionales a la seguridad jurídica, al 
debido proceso en cuanto a la motivación, y a la propiedad, perpetrada con la expedición de la 
providencia dictada en mi contra que es objeto de esta acción de Protección. 2.- Declarada la 
vulneración de mis derechos constitucionales, se dignará disponer la reparación integral en mi 
favor en los términos del Art. 78 de la Constitución de la República y del Art. 18 de la Ley de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 3.- Se declaren nulos y sin valor legal: 
a).- La Providencia Nro. 104012024PCOA000019 emitida dentro del Procedimiento de 
Ejecución Coactiva Nro. PCA-COBUAOC18-00000023 por el Ing. Marco Vinicio Almenada 
Lucero en calidad de Director Distrital del Carchi del Servicio de Rentas Internas SRI, de 
fecha 26 de marzo del 2024. 4.- Como efecto de la nulidad de la providencia motivo de esta 
acción de protección, se servirá disponer la devolución inmediata del vehículo de placas 
XBY-0541 del cual la accionante justificará ser la propietaria, esto sin el pago de ningún valor 
administrativo. 5.- Se disponga al Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero en calidad de Director 
Distrital del Carchi del Servicio de Rentas Internas SRI, pida las debidas disculpas públicas en 
uno de los diarios de mayor circulación de esta ciudad, así como en el cartel de su 
establecimiento…”.

TERCERO:  AUDIENCIA PÚBLICA. Se ha convocado a las partes a la audiencia pública, 
donde se ha escuchado la argumentación de las partes procesales.

3.1. La parte accionante,  Noralma De Lourdes Chalen Villao, quien por intermedio de su 



defensor Ab. Xavier Hurtado Rivera, manifiesta: La presente acción de protección la presenta 
por cuanto mediante providencia Nro. 104012024-PCOA-0000119, de fecha 26 de marzo de 
2024, el Director Distrital del Cachi del Servicio de Rentas Internas, señor Almeida Lucero 
Marco Vinicio, niega la devolución de un vehículo de propiedad de la compareciente señora 
Noralma de Lourdes Chalen Villao, esto pese haber justificado que es la legítima propietaria 
del vehículo de placas XBY- 0541, marca Ford, tipo Jeep, color azul, el cual se encontraba 
secuestrado y embargado por esta cartera de Estado; es por ello que con fecha. 6 de febrero 
del 2024 la accionada tiene conocimiento de este embargo; ante lo cual con la misma fecha se 
solicita al Servicio de Rentas Internas proceda con la devolución, en este caso el SRI emite la 
contestación indicando que se anexe la partida de matrimonio íntegra y el contrato de compra 
venta a fin de que se justifique si el bien pertenece a la sociedad conyugal; conforme obra del 
expediente se anexó la partida de matrimonio íntegra, en la cual contrajo matrimonio con el 
señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, en la ciudad de Tulcán, el 7 de diciembre de 1989; con 
fecha 25 de abril del 2016, se adquiere mediante compra-venta el vehículo en mención, el 
mismo que tiene las placas XBY-0541 y en el cual suscribe el contrato su cónyuge señor 
Jaime Heriberto Hurtado Lima, en calidad o estado civil casado; adquirir este vehículo la 
certificación emitida por la notaría primera del Cantón Tulcán de fojas 6 a10 vuelta del 
expediente consta dicha documentación que certifica la adquisición de dicho vehículo; 
retornando a la inscripción de matrimonio que certifica que tiene una marginación con fecha 
30 de mayo del 2023, en el cual recién se disuelve la sociedad conyugal; en este sentido, se 
presenta acción de protección, porque el Servicio de Rentas Internas con fecha 3 de mayo del 
2022, dispone el embargo de este vehículo; con fecha 5 de octubre del 2022, dispone que el 
vehículo sea trasladado bajo la responsabilidad de la depositaria fiscal, la Dra. Mónica Patricia 
Galeas Pozo desconociendo el destino del mismo; para ser puntual dentro del presente 
expediente o dicho acto administrativo se está coartando el derecho a la propiedad, porque si 
consideramos la documentación ya enunciada, este bien pertenece a la sociedad conyugal; si 
de fecha 3 de mayo del 2022, fue embargado por qué no se ha comunicado de igual manera a 
la cónyuge Noralma Lourdes Chalen Villao, que se iba a afectar su patrimonio y que dicho 
vehículo iba a ser trasladado hasta cierto lugar; hasta la actual fecha el Servicio de Rentas 
Internas, no ha comunicado a la señora Noralma De Lourdes Chalen Villao qué ha pasado con 
su vehículo, por qué ha sido embargado o por qué ha sido secuestrado; toda la documentación 
se ha notificado única y exclusivamente al representante de la sociedad civil ITAMAREX; de 
dichos documentos, debemos tener en cuenta lo que dice Art. 66 numeral 26 de la 
Constitución, debiendo recordar que en vía ordinaria la mayoría de jueces, sí dan paso a 
secuestros y embargos que pertenezcan a la sociedad conyugal o el patrimonio familiar, 
porque estos son de carácter embargable, recordarles, que la administración de justicia busca 
por medio de la aplicación de la norma, que es la Carta Magna amparar, proteger, defender y 
resguardar a los ciudadanos ecuatorianos del abuso del poder estatal; en este caso existe un 
abuso porque el vehículo ha sido embargado y no se ha realizado ningún otro impulso más 
allá de la legalidad, no estamos aquí para alegar eso, simplemente es netamente constitucional; 
es por eso que expresa que de igual manera se halla vulnerado el derecho a la tutela judicial 
efectiva por falta de motivación y por falta de notificación; como ya lo manifestó en dicha 



providencia administrativa, no existe una coherencia, no existe un fundamento, una razón 
lógica del por qué no se le devuelve el vehículo; el Servicio de Rentas Internas única y 
exclusivamente se limita a dar opiniones o alternativas de cómo puede realizar el trámite, ni 
siquiera esta cartera de Estado conoce la vía eficaz para resarcir la vulneración de este 
derecho; si tomamos en cuenta lo que establece la providencia en su punto 9, 10 y 11, 
claramente concluiríamos que están aceptando que la compareciente Noralma De Lourdes 
Chalén Villao, es legítima propietaria del vehículo decomisado y que jamás se le ha notificado 
de dichos actos administrativos, en este caso es totalmente inconstitucional dicho secuestro y 
embargo, en este sentido solicita: se deje sin efecto la providencia, Nro. 104012024-PCOA- 
0000-119, en la cual se niega la devolución de este vehículo, así como, se deje sin efecto el 
acto administrativo que recalca se desconoce en su totalidad, pero se sabe como antecedente 
que fue emitido el 3 de mayo del 2022 y que fue el acto que ordenó el embargo de dicho bien, 
en ese sentido, consecutivamente solicita se le obligue a esta cartera de Estado proceder con la 
inmediata devolución de dicho vehículo. En cuanto a la vulneración de los derechos 
enunciados en el libelo de la demanda, como punto 1 se establece la violación del derecho a la 
seguridad jurídica, porque pese a que existe normativa expresa la cartera de Estado hace caso 
omiso toda vez que en su debido momento se debió notificar de estos actos administrativos y 
de la afectación que iba a tener este patrimonio familiar, en este caso un bien que pertenece a 
la sociedad conyugal y la cartera de Estado lo comprobó; de igual manera se debe de tomar en 
cuenta lo que establece el Art. 82 de la Constitución, ya que, al existir norma expresa, esta no 
puede ser interpretada extensivamente porque claramente como lo manifestó la cartera de 
Estado dentro de su providencia sugiere o da opciones a fin de qué se compre derechos y 
acciones; cliente no está obligada a adquirir bienes que no desea; aquí, sencillamente, fue la 
afectación que se le hizo a un patrimonio de la sociedad conyugal un inmueble, esto es, el 
vehículo en mención; en ese sentido, solicita lo que ya fue manifestado a fin de resarcir o 
reparar esta vulneración del derecho constitucional.

3.2. La Ab. Ana Daniela Yépez Rosero, en nombre y representación del Ing. Marco Vinicio 
Almeida Lucero, Director Distrital del del Servicio de Rentas Internas, de la provincia del 
Carchi, misma que manifiesta que desea aclarar el antecedente de cómo es que surge esta 
supuesta vulneración de derechos en cuanto al vehículo de placas XBY0541 que es lo que se 
reclama; de conformidad a lo que determina el Art. 67 del Código Tributario, la 
Administración Tributaria tiene las funciones o las atribuciones dentro de ellas la 
determinadora y la recaudadora, respecto a las cuales se va a referir; en el ejercicio de la 
atribución determinadora se procede a emitir una liquidación de pago, la cual ha sido signada 
con el Nro. 04201706501064663, esta liquidación de pago por diferencias en la declaración 
del impuesto a la renta del ejercicio fiscal 2012 ha sido emitida en contra del sujeto pasivo o 
del contribuyente, SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES EXPORTACIONES 
TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS REPRESENTACIONES, ésta es la 
razón social del contribuyente al cual se le emite esta liquidación de pago; en función de ello 
hace conocer que el señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, es su representante legal por así 
disponer la ley, por lo tanto, es un responsable solidario de la empresa o de la sociedad a la 



cual él representa; en este sentido y continuando en la línea de tiempo es importante indicar 
que una vez que este contribuyente es notificado con esta liquidación de pago, el mismo que 
se ha generado un valor x; se procede a notificar esta liquidación y como no es pagada viene 
ya el tema de la facultad recaudadora que tiene la Administración Tributaria, se procede a 
emitir un auto de pago, es decir, activamos la vía coactiva para poder cobrar ese valor, se 
imponen medidas cautelares a la sociedad, al contribuyente, así como también a su 
representante legal, por cuanto así la norma lo establece; cuáles son estas medidas cautelares 
que el Servicio de Rentas Internas ha propuesto, pues esa retención de fondos y créditos de 
este contribuyente, así como del representante legal, y la prohibición de ausentarse del país, 
esta medida cautelar es importante poner en conocimiento que luego de algún tiempo el 
contribuyente solicitó que se la levante justificó y más aún cuando existió un cambio se 
levantó la medida cautelar de prohibición de salida del país, esto quiere decir que actualmente 
la misma no está vigente, así también la prohibición de enajenar todos los bienes del 
contribuyente, así como la prohibición de su representante legal, la prohibición de enajenar y 
secuestro de los vehículos registrados a nombre del señor Hurtado Lima Jaime Heriberto, 
quién es el esposo de la ahora accionante; se dispone el secuestro y prohibición de enajenar de 
2 vehículos, el primer vehículo de placas PBG-0816, el mismo que no se encuentra siendo 
objeto de esta acción de protección y el otro el vehículo de placas XBY0541; adicional, 
también se ha dispuesto la entrega de los automotores antes indicados a las instalaciones 
provincial del Carchi, para lo cual se ha concedido el término de 3 días para que se proceda a 
hacerlo de esta manera; le llama la atención escuchar al abogado de la parte accionante, que el 
1 de mayo de 2022 se ha enterado del embargo del vehículo, luego cambió una fecha, dijo que 
se ha enterado ya no el 1 de mayo del 2022 sino el 6 de febrero del 2024, no le quedó claro 
eso; pero por qué le llama la atención el hecho que se ha enterado la señora recién en esta 
fecha, porque el Servicio de Rentas Internas el 12 de marzo del 2022, es decir, 2 años antes se 
procede a la diligencia del secuestro en presencia del Dr. Miguel Ángel Ramírez, secretario 
ad-hoc de este proceso coactivo y en presencia también de su compañero el Dr. Emilio 
Enríquez quién estaba a cargo de este proceso; qué hacen en esta diligencia de secuestro?, se 
acercan al domicilio del contribuyente o del representante legal en este caso, y con la 
autorización del propietario del vehículo, en este punto desea aclarar algo, la señora Noralma 
De Lourdes Chalen Villao no es la legítima propietaria del vehículo, es propietaria del 50% de 
acciones y derechos del bien mueble, en este caso del vehículo de placas XBY0541; proceden 
entonces con esta diligencia del secuestro, a realizar hacer el acta de secuestro del vehículo, 
incluso está firmada el acta por el copropietario, sería también en este caso por el 
representante legal y se procede a imponer los sellos en el vehículo, por cuanto no puede usar 
porque el vehículo se encuentra con prohibiciones y en ese momento se sabe efectuando la 
diligencia de secuestro; se procede a imponer los sellos, firma el contribuyente su aceptación 
de no poder hacer uso del vehículo, es decir, el vehículo queda así porque así la ley les faculta 
a designarle al contribuyente como depositario judicial de su vehículo, es decir, en esta 
diligencia no procedieron a trasladar al vehículo a ningún otro lado que no sea el domicilio del 
contribuyente, pues cómo es que se entera la señora accionante de que el vehículo no tenía 
ninguna medida cautelar, más aún cuando de conformidad a lo que dispone el Art. 53 del 



Código Orgánico General de Procesos, también dice que cuando la persona presenta algún 
escrito, alguna petición ante el ente correspondiente, se está dando por legalmente notificada 
en ese acto, entonces, no sabe de qué manera llamarlo, pero sí nos sorprende en la misma 
demanda o escrito que hizo el abogado y también lo manifestó en su exposición, indica que él 
no quiere ninguna opción que el Servicio de Rentas Internas le está dando para que pueda 
hacer valer sus derechos; quiere dejar en claro que el Servicio de Rentas Internas no le está 
dando opciones que se le haya ocurrido, sino las opciones que tiene de conformidad a la 
norma y a lo que la ley específica, en ese sentido, una vez que la señora accionante presenta el 
trámite Nro. 1040120240008037, el 13 de marzo de 2024, en el que ya adjunta la partida de 
matrimonio, porque cabe señalar que en el trámite anterior que presentó el 27 de febrero, 
únicamente presentó una petición sin adjuntar absolutamente ningún documento que justifique 
la propiedad del bien, ni tampoco la calidad en la que comparecía; es importante mencionar en 
esta parte que toda la información que reposa en el Servicio de Rentas Internas tiene el 
carácter de confidencial, por lo tanto, no se puede brindar información de ningún tipo a menos 
que se encuentre facultada, o sea una persona que tenga el interés propio en el trámite; una vez 
que al Servicio de Rentas Internas, emite la providencia terminada en 103, que va hacer la 
entrega a continuación, el 11 de junio de 2024, en la que solicitan estos documentos con la 
finalidad de atender la petición; cabe señalar aquí en esta parte que más allá de que durante 
todo el proceso coactivo se ha respetado tanto el debido proceso a la seguridad jurídica, al 
derecho a la defensa y todas las garantías a las cuáles como Servicio de Rentas Internas están 
obligados, también garantizaron la seguridad jurídica en esta parte al decirle, señora, usted no 
nos está presentando la documentación con la cual usted va a justificar que tiene derecho en el 
vehículo que está reclamando, presente, justifique; sin embargo, tampoco es que lo hace, se le 
solicitó presente una partida íntegra de matrimonio para poder verificar las marginaciones, no 
lo hizo, presentó únicamente un certificado de estado civil; posteriormente decía el abogado 
que tenía la partida en la que se mencionaba la disolución de la sociedad conyugal, que era 
prácticamente hace un año, el 30 de mayo de 2023, que se realizó esta diligencia; es 
importante mencionar que previo al embargo del vehículo se constató que este vehículo en 
mención no tenía únicamente su prohibición de enajenar sino que también tenía una impuesta 
por parte de la SENAE, entonces también el vehículo tiene parte la SENAE, están 
debidamente notificados y también tendrán que hacer valer sus derechos ante esta cartera de 
Estado, en caso de que se disponga la entrega de este automotor; en ese sentido una vez que se 
encuentra ya justificada la propiedad, el 27 de marzo de 2024 el Servicio de Rentas Internas, 
una vez analizado la documentación procede a indicarle a la señora peticionaria porque ella no 
es la contribuyente de que para poder reclamar el vehículo del cual no es propietaria del 100% 
de las acciones y derechos, ella tendría que o bien comprarle el 50% a su cónyuge, o a su vez 
presentar la tercería excluyente a la cual ella tiene derecho de hacerlo, incluso hasta el 
momento y poder reclamar el 50% ella, incluso si el día lunes presenta la tercería va a ser 
tomada en cuenta para que pueda reclamar el 50% de las acciones y derechos que le 
corresponde a ella; también se le indica a la accionante en esta contestación y en esta 
providencia en la 119 que actualmente se encuentra siendo impugnada por una vía judicial 
como decía el abogado, nos encontramos, en la vía netamente constitucional, debió haber 



agotado la vía administrativa, más aún cuando la Administración Tributaria le está diciendo 
abogado puede hacer esto y esto para que pueda reclamar el derecho de su defendida; también 
se le indica al abogado que puede solicitar la venta directa, qué quiere decir esto?, yo como 
esposa del contribuyente tengo a X persona que desea comprar el carro, entonces SRI por 
favor autoríceme la venta directa y yo vendo el carro, por poner un ejemplo nada más, vale 
10.000 dólares el vehículo, se sobre entiende que 5000 me pertenecen a mí, en ese sentido le 
dan al contribuyente restamos el valor de los 5000 dólares de las deudas que él actualmente 
mantiene en el Servicio de Rentas Internas y por lo cual el proceso coactivo se encuentra 
vigente y la diferencia que es el derecho de la esposa del contribuyente va a ser entregado a la 
persona; con dicha exposición deja en claro que la Administración Tributaria no ha violado el 
debido proceso, ni la seguridad jurídica, ni ha violado la motivación, porque la providencia 
que actualmente se encuentra siendo impugnada, se encuentra debidamente motivada al 
indicarle a la contribuyente, a la solicitante, a su abogado, que de conformidad a tal artículo 
usted puede hacer esto, repite la tercería excluyente, la cual la pueden presentarla, está a 
tiempo, puede presentarla porque todavía no está fijado un día y hora para el de remate de este 
automotor, del cuál la Administración Tributaria, en función de hacer valer los derechos que 
tiene; no es que se ha dictado el auto de pago en este momento, sino que el auto de pago ha 
sido ya dictado hace alrededor de 8 años atrás en el cual el proceso coactivo sigue vigente; 
dichas consideraciones pueden ser verificadas con las copias que hará la entrega; para 
finalizar, nada más de que puedan tomar en consideración, tanto la norma que se encuentra 
vigente, tanto estas facultades que la Administración Tributaria tiene, así como la atención que 
se ha dado a la solicitud efectuada por la solicitante, para que se pueda verificar que no existe 
ninguna vulneración de derechos; por lo tanto solicita se declare improcedente la acción de 
protección al no haberse determinado ninguno de los 3 presupuestos que exige el artículo 42 
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

3.3.  Haciendo uso del derecho a la réplica  la parte accionante manifestó en lo principal que: 
No se ha objetado la prueba enunciada por cuanto la misma tiene como conducencia la 
legalidad; se debe de recordar que nos encontramos en una acción de protección donde 
netamente se velará por los derechos constitucionales y no legales; la documentación tiene 
relación a un procedimiento de coactiva establecido a una tercera persona, es decir, al señor 
Jaime Heriberto Hurtado Lima; en este caso no se ha establecido ninguna contraposición en 
cuanto a la notificación, si se realizó o no se realizó del secuestro del vehículo a la propietaria 
del 50% de acciones y derechos, dicho bien que pertenece a la sociedad conyugal que iba a ser 
afectado; de dicha documentación se puede observar que se limitan a notificar al señor Jaime 
Heriberto Hurtado Lima, que en cuanto a legalidad nada tiene que objetar; en cuanto a la 
constitucionalidad, recalca que conforme lo manifestó los representantes del Servicio de 
Rentas Internas sobre el vehículo pesa un secuestro o una orden de secuestro por parte del 
Servicio Nacional de Aduanas del Ecuador, el mismo que no lo ha ejecutado, ¿por qué no lo 
han ejecutado? porque esta cartera de Estado es consciente que este bien perteneció a la unión 
de hecho, pues caso contrario, este documento ya hubiese estado ejecutado igual y hubiese 
ingresado la SENAE. sí como tercería excluyente y no la señora Noralma De Lourdes Chalén 



Villao; nuevamente ratificando su intervención inicial de conformidad con el Art. 66.26 y Art. 
321 de la Constitución de la República del Ecuador, se ha vulnerado los derechos 
constitucionales ya enunciados; en consecuencia, solicita que se deje sin efecto la providencia 
Nro. 104012024PCOA0000119 emitida conforme consta del documento por el señor Almeida 
Lucero Marco Vinicio, Director Distrital del Carchi, pues así lo suscribe en su firma; a 
consecuencia de esto se deje sin efecto el acto administrativo de fecha 3 de mayo del 2022, 
con el cual se emitió el embargo de dicho vehículo, así como cualquier otra documentación 
que verse sobre el mismo embargo o secuestro y consecuentemente se devuelva el vehículo de 
propiedad de la señora hoy accionante Noralma De Lourdes Chalén Villao, esto sin el pago de 
ninguna taza ni arancel por cuanto dicha vulneración la ha generado esta cartera de Estado. De 
no ser aceptada su petición solicita se especifique cuál sería la vía idónea que debería seguir a 
fin de resarcir esta vulneración sin que se le pretenda obligar, aconsejar o dar opciones o 
alternativas de comprar derechos y acciones, ya que su cliente no estaría obligada a eso.

3.4. La parte accionada manifiesta que se va a referir única y exclusivamente a cada uno de los 
puntos que hizo referencia el señor abogado de la parte accionante en su segunda 
intervención; habla acerca de la conducencia de la legalidad de los actos emitidos por la 
Administración Tributaria, obviamente no puede ser de diferente manera por cuanto como 
había indicado haciendo uso o ejercicio de la facultad recaudadora el Servicio de Rentas 
Internas emite todas las acciones que la ley le asista para la recaudación de los impuestos que 
ya se encuentran adeudados y que ya fueron debidamente determinados; así también dicen que 
se respetarán los derechos por encima de la legalidad, por supuesto, pero siempre y cuando 
para ejercer mi derecho no me vaya en contra de la norma expresa que ya existe, en este caso 
es el pago de los tributos a los cuales todos los ciudadanos nos encontramos obligados a 
realizarlo; de la misma manera se habla acerca de que la SENAE no ha ejecutado la medida 
cautelar impuesta, en este caso era únicamente la prohibición de enajenar, para conocimiento 
del abogado la prohibición de enajenar únicamente se la inscribe, no se la puede ejecutar y 
además cuál es tan que el motivo por el cual la SENAE no ha procedido a ejercer alguna 
acción, y es por cuanto el Servicio de Rentas Internas emite el proceso de ejecución coactivas 
en el año 2018, es decir, la prohibición de la enajenar y todas las demás medidas están 
inscritas con anterioridad; sin embargo, se ha hecho conocer a la SENAE para que también 
pueda ejercer su derecho de así corresponder, más aún tomando en cuenta que las 
características del vehículo que se ha hecho mención no cubre la totalidad del valor, porque 
como lo mencionó hace un momento, la deuda asciende a más de un millón de dólares, la 
misma que el vehículo por sus características no cubriría ni siquiera el 10% de esta deuda; ha 
manifestado que se le indique cuáles serían las acciones que él podría proponer para que la 
señora Noralma De Lourdes Chalen Villao pueda ejercer sin que se le imponga, a ese respecto 
no se está imponiendo como Servicio de Rentas Internas, le están dando las alternativas que él 
como defensor técnico como asesor jurídico debería brindarle a su cliente para que pueda 
ejercer sus acciones en la Administración Tributaria, por cuanto en la actualidad todavía 
podría proponer todas y cada una de las alternativas, no imposiciones, no se le ha indicado de 
manera impositiva qué debería o que tiene que realizar esto para poder ejercer su derecho; en 



aplicación al principio del de buena fe y lealtad procesal indicándole a la solicitante de qué 
manera podría reclamar el 50% de su vehículo, porque eso hay que dejar en claro que no sería 
la totalidad del vehículo, sino el 50% nada más; finalmente mencionar que dentro del proceso 
de ejecución coactiva se han verificado todas y cada una de la garantías tanto del 
contribuyente, como del representante legal y ha tenido conocimiento en todo momento de la 
actuación y se han impuesto medidas establecidas en la norma y de que no podría hablarse de 
una vulneración de derechos por cuanto el vehículo aún no se encuentra rematado, es decir, 
tiene la oportunidad de proponer, simplemente sería ahí la defensa técnica de que pueda 
conversar con su cliente y de una manera objetiva, poder indicar qué es lo que la norma y la 
ley le permite hacer; con estas consideraciones y con la documentación que ha sido presentada 
por parte de la Administración Tributaria, la misma que se encuentra debidamente certificada, 
solicita el análisis en la presente causa con la finalidad de que puedan emitir sentencia y desde 
el punto de vista de la Administración Tributaria, obviamente porque respetamos el criterio 
como autoridad sabrán resolver de mejor manera; solicitando que sea negada la acción de 
protección.

3.5. La parte accionante en su última intervención, ha manifestado que: la representante 
judicial de esta cartera de Estado dice que no se ha vulnerado el derecho a la propiedad porque 
aún el vehículo no está rematado, pero no se puede hacer uso del mismo, está retenido, está 
decomisado bajo esta cartera de Estado; es un bien que se compra para hacer un uso, en este 
caso es el transporte de la propietaria, el mismo que es de uso personal; de la documentación y 
de las intervenciones de la defensa el Tribunal sabrá resolver conforme a derecho aceptando la 
pretensión propuesta por la parte accionante.

CUARTO: PRUEBA. 

4.1. La parte accionante a fin de justificar los fundamentos de la acción de protección, solicitó 
que se tome como prueba de su parte: 

4.1.1. Inscripción de matrimonio (fojas 2), en la cual consta que el señor Jaime Heriberto 
Hurtado Lima contrae matrimonio con la señora Noralma Lourdes Chalén Villao, en la ciudad 
de Tulcán, el 7 de diciembre de 1989, documento en el cual además consta: “...OTRAS 
SUBINSCRIPCIONES O MARGINACIONES: Oficina Técnica de Registro Civil del Carchi. 
Tulcán, 30 de mayo del 2023. RAZÓN: Mediante Escritura Pública emitida por la Notaría 
Primera del cantón Tulcán, Provincia del Carchi, con fecha 30 de mayo del 2023. Se declara 
DISUELTA LA SOCIEDAD CONYUGAL, existente entre los cónyuges señores JAIME 
HERIBERTO- HURTADO LIMA y NORALMA DE LOURDES CHALEN VILLAO…”. 

4.1.2. Providencia Nro. 104012024PCOA0000119, del procedimiento de ejecución coactiva 
No. PCA-COBUAPC18-00000023, de fecha 26 de marzo de 2024, firmada electrónicamente 
por el señor Almeida Lucero Marco Vinicio, Director Distrital del Carchi Servicio de Rentas 
Internas, en cuyo considerando Segundo se indica: “...Se niega la petición realizada por la 
señora Noralma de Lourdes Chalen Villao, respecto a que le devuelva el vehículo de placa 



XBY-0541…”. 

4.1.3. Compulsas certificadas por la Notaría Primera de este Cantón Tulcán, referentes a la 
diligencia de reconocimiento de firma de vehículos, de fecha 25 de abril de 2016, referente al 
vehículo de placa XBY0541, en el cual consta como: “...VENDEDOR (A): CARLOS 
ALBERTO PORTILLA MEJIA. COMPRADOR (A): JAIME HERIBERTO HURTADO 
LIMA…”. Respecto a dicha documentación la parte accionada indicó que Ing. Marco Vinicio 
Almeida Lucero, está actuando en el proceso coactivo como recaudador especial, no como 
Director Distrital designado por el Director General.

4.2. La parte accionada presenta como prueba:

4.2.1.- Liquidación de pago emitida en contra del sujeto pasivo, SOCIEDAD CIVIL 
ITAMAREX IMPORTACIONES EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS 
MERCADEO ADUANAS REPRESENTACIONES asignada con el Nro. 
04201706501646603. 4.2.2. RUC de la SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES 
EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS 
REPRESENTACIONES, en el cual consta como representante legal el señor Hurtado Lima 
Jaime Heriberto. 

4.2.3.- Estado de cuenta del contribuyente. 

4.2.4.- Contrato de compraventa del vehículo de placa XBY0541. 

4.2.5.- Resolución Nro. NAC-DNRRSGE-14-0000-1055, emitida el 2 de diciembre de 2014, 
en donde se nombra al Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero, como Recaudador Especial de la 
Administración Tributaria. 

4.2.6.- Auto de pago Nro. PCACOBUAPC 1800000023, emitido el 26 de febrero del año 
2018. 

4.2.7.- Razón de notificación de este auto de pago, notificado de manera personal al 
representante legal del contribuyente. 

4.2.8.- Oficios que han sido entregados en cada una de las instituciones públicas, de 
conformidad a las medidas cautelares impuestas, esto es, la Superintendencia de Bancos; 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria; Ministerio del Interior; Dirección 
Nacional de Migración; Dirección de Movilidad y Transporte del Cantón Tulcán; y, al 
Registro Municipal de la Propiedad del cantón Tulcán. 

4.2.9.- Razón de citación personal del auto de pago. 

4.2.10.- Documento que indica la diligencia de secuestro realizada el 12 de marzo del 2020, 
donde constan las firmas del responsable, en este caso el contribuyente que va a actuar como 



depositario fiscal. 

4.2.11.- Providencias del proceso de ejecución coactiva, como son: providencia de embargo 
del bien, acta de entrega-recepción del vehículo, una vez que ya pasó a manos del Servicio de 
Rentas Internas, entre otras. 

4.2.12.- El estado de cuenta actualizado, en donde ya la deuda asciende a USD $ 1.305.466,97 
dólares. 

4.2.13.- Petición realizada por la señora Noralma De Lourdes Chalen Villao ingresado 
mediante trámite 1040120240004166. 

4.2.14.- Contrato de compraventa del vehículo de placas XBY-0541.

4.2.15.- Certificado único vehicular del automotor de placas XBY-0541- 

4.2.16.- Providencia en la cual el SRI indica a la solicitante que tendrá que adjuntar la 
documentación que demuestra la calidad en la que comparece con la petición respectiva. 
4.2.17.- Nueva petición presentada por la señora Noralma De Lourdes Chalen Villao, en la 
cual adjunta la partida íntegra de matrimonio, (todos los documentos en copias certificadas) en 
donde se puede verificar que la inscripción de la disolución de la sociedad conyugal ha sido el 
efectuada el 30 de mayo de 2023. Documentos que no son objetados por la defensa de la parte 
accionante.

4.3. Al amparo de lo establecido en el párrafo tercero del Art. 14 en concordancia con el 
párrafo segundo del Art. 16 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, a pedido de la Juez Ponente se recaba copias certificadas de manera  íntegra 
del Procedimiento de Ejecución Coactiva Nro. PCA-COBUAPC18-00000023 emitido en 
contra del contribuyente: SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES 
EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS 
REPRESENTACIONES. 

QUINTO: AUDIENCIA DE APELACIÓN. -

5.1. La defensa técnica del Servicio de Rentas Internas (SRI) representada por la Ab. Ana 
Yépez Rosero, fundamenta el recurso de apelación con sustento en el Art 24 de la LOGJCC, 
al no estar de acuerdo con la sentencia emitida por el Tribunal de Garantías Penales del Carchi 
con sede en el cantón Tulcán, el 19 de julio de 2024, en la misma que ha dispuesto retrotraer 
el expediente coactivo no° PCA-COBUAOC18-00000023 y medida de satisfacción, el que el 
SRI, pida disculpas públicas a la accionante por haber vulnerado derechos constitucionales 
como son la seguridad jurídica, el debido proceso, la garantía de motivación, la defensa y el 
derecho a la propiedad. Destaca como antecedente, que la acción se plantea porque pretendía 
se le devuelva el vehículo de placas XBY0 541, al ser la legítima propietaria del referido 
automotor, sin embargo, el SRI reconoce que la señora Chalen es propietaria del 50 % de este 



automotor, razón por la cual en la parte resolutiva el Tribunal dispone que no es pertinente la 
devolución ya que la administración tributaria en las facultades que le dispone la ley ha 
procedido al embargo de este vehículo y emitir la prohibición de enajenar del vehículo para 
satisfacer las obligaciones que adeuda el contribuyente por más de un millón de dólares. 
Recuerda que el SRI no busca intereses particulares sino comunes. Destaca el análisis que 
hizo el tribunal sobre la seguridad jurídica, y alega que en aplicación de la seguridad jurídica y 
el ordenamiento jurídico es que se ha emitido medidas cautelares dentro del procedimiento de 
ejecución coactiva. Menciona el Art 166 del Código Tributario y alega que en este caso es un 
bien mueble que fue remitido dentro del proceso al Tribunal por pedido de la jueza ponente, y 
menciona el certificado vehicular en donde en los datos del propietario consta el contribuyente 
deudor del SRI y en base a esa documentación se procede a emitir la prohibición de enajenar y 
que se encontraba con anterioridad ordenada el embargo del vehículo. Casi tres años después 
la esposa del señor Hurtado se siente afectada por el embargo del vehículo que, ingresa a un 
trámite dentro del procedimiento de ejecución coactiva, reclamando su derecho el mismo que 
en ningún momento el SRI ha desconocido, y se solicita justifique la calidad en la que 
comparece lo cual realiza y reclama el 50% que le corresponde como gananciales del 
vehículo. Menciona que el SRI como el tribunal de primera instancia ratifican que no es 
posible la devolución del vehículo, ya que no se puede dar el 50% del vehículo que se hace 
mediante providencia no 10401202400119 de 26 de marzo del 2024, además le indicaron a la 
accionante que se reconoce su derecho como propietaria del 50%, pero no se puede realizar la 
devolución y se le otorgó tres opciones presentar la tercería excluyente que se encuentra 
determinado en el Código Tributario, solicitar la venta directa al SRI o adquirir el 50% de las 
acciones y derechos que le corresponde a su cónyuge y que tendría que ingresar el respectivo 
avaluó del vehículo con esas tres opciones, destacando que son las opciones establecidas en el 
marco de la ley, con todas estas consideraciones el SRI considera que ha respetado los 
derechos constitucionales del accionante al haberle dado la facultad de reclamar y hacer 
efectivo su derecho, por lo que conforme la LOGJCC en su artículo 41 no considera que se 
halle vulnerado el derecho a la propiedad ya que el vehículo no se encuentra rematado, siendo 
el siguiente paso sin embargo dentro del procedimiento de ejecución coactiva, al hacer valer 
sus derechos seria la vía correcta para que pueda reclamar antes de presentar la acción de 
protección, solicita se revoque la sentencia y se declare que no existe vulneración de derecho 
alguno por cuanto el proceso de ejecución coactiva ha sido llevado dentro de la ley y el debido 
proceso

 

5.2. Exposición parte accionante.

El señor Ab. Diego Hurtado, en representación de la parte accionante, alega que no se tiene  
claro que esta es una acción de derechos constitucionales y no infraconstitucionales, en los 
cuales se ha motivado por lo que alega que no se ha fundamentado el recurso o en que ha 
incurrido el Tribunal al emitir su sentencia venida en grado. Resalta que se ha manifestado 
que el vehículo está rematado y que no existe notificación, también resalta que los accionados 



han mencionado que la accionante ha comparecido como propietario del vehículo XBY 0541, 
cuando comparecieron como copropietarios del vehículo. Alega que la sentencia está 
debidamente motivada y no se ha omitido solemnidades y que no hay un fundamento legal 
que fundamente el recurso, destaca que es claro el desconocimiento de derechos 
constitucionales e infraconstitucionales al estar en una acción de protección en el cual se 
determinó la vulneración de los derechos de la seguridad jurídica, motivación y en especial el 
derecho a la defensa. Sobre las tres vías en la vía ordenaría para no recurrir a la acción de 
protección, cuestiona el cómo podían seguir estas vías sino hubo notificación, además de ser 
facultativas y no impositivas. Por lo que retener, embargar y rematar el vehículo de placas 
XBY 0541 vehículo que dentro de la acción de protección ante el tribunal se justificó la 
calidad de copropietaria porque el bien pertenece a la sociedad conyugal, no debió ser 
realizado, en este sentido, solicita se deseche el recurso planteado y se ratifique la sentencia 
subida en grado.

 

5.3. En la réplica, la defensa técnica del Servicio de Rentas Internas (SRI) Indica que 
conforme consta en el procedimiento de ejecución coactiva la señora Chalen, comparece al 
procedimiento de ejecución coactiva y el Art 53 del COGEP es claro en indicar cuales son las 
formas de citación y de notificación, la misma que se puede verificar se encuentra 
conjuntamente la firma del abogado patrocinador que ha comparecido a la audiencia y solicitó 
la devolución del vehículo, recalca que se tuvo conocimiento, incluso de la providencia que se 
hizo mención del procedimiento en la cual se dieron opciones y no imposiciones ya que el SRI 
no tiene esa facultad. Recalca que el vehículo se encuentra embargado y que a posteriori se 
haría un remate de no proceder a presentar alguna de las opciones en este caso por la tercería 
excluyente. Finalmente solicita se revise el procedimiento de ejecución coactiva y verificar 
que el SRI no ha omitido alguna acción u omisión para que haya vulneración de derechos 
constitucionales y se mantiene en la solicitud realizada.

 

5.4. Finalmente el accionante, indica que el accionado dijo que el vehículo actualmente está 
rematado, y que el fin del recurso es analizar la sentencia venida en grado y no el 
procedimiento de coactiva, y no se está frente a reclamación de derechos infraconstitucionales 
sino constitucionales por lo que se ratifica en su intervención inicial.

 

SEXTO: MOTIVACIÓN. 6.1. El Art. 88 de la Constitución de la República del Ecuador, 
establece el objeto de la acción de protección cuando dispone:

“La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución y podrá interponerse cuando exista una vulneración de 



derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no 
judicial; contra políticas públicas cuando suponga la privación del goce o ejercicio de los 
derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la 
violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa 
por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de 
subordinación, indefensión o discriminación.”

6.1.1. El Art. 86 número 1 de la Constitución de la República del Ecuador, es el fundamento 
que da a los ciudadanos el derecho a presentar la acción constitucional ya que:

“Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá 
proponer las acciones previstas en la Constitución”. 

El Art. 439 ibídem prescribe: 

“Las acciones constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o 
ciudadano individual o colectivamente”. 

Por su parte, el artículo 9 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, refiriéndose a la legitimación activa en esta acción, dice: 

“Las acciones para hacer efectivas las garantías jurisdiccionales previstas en la 
Constitución y esta Ley, podrán ser ejercidas: a) Por cualquier persona, comunidad, 
pueblo, nacionalidad o colectivo, vulnerada o amenazada en uno o más de sus derechos 
constitucionales, quien actuará por sí misma o a través de representante o apoderado... Se 
consideran personas afectadas quienes sean víctimas directas o indirectas de la violación 
de derechos que puedan demostrar daño. Se entenderá por daño la consecuencia o 
afectación que la violación al derecho produce”.  

6.1.2. El Art. 41 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
concordante con la Constitución señala que:

“La acción de protección procede contra: 1. Todo acto u omisión de una autoridad 
pública no judicial que viole o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o 
anule su goce o ejercicio. 2. Toda política pública, nacional o local, que conlleve la 
privación del goce o ejercicio de los derechos y garantías. 3. Todo acto u omisión del 
prestador de servicio público que viole los derechos y garantías. 4. Todo acto u omisión de 
personas naturales o jurídicas del sector privado, cuando ocurra al menos una de las 
siguientes circunstancias: a) Presten servicios públicos impropios o de interés público;  b) 
Presten servicios públicos por delegación o concesión; c) Provoque daño grave; d) La 
persona afectada se encuentre en estado de subordinación o indefensión frente a un poder 
económico, social, cultural, religioso o de cualquier otro tipo. 5. Todo acto discriminatorio 
cometido por cualquier persona.”



6.2. La parte accionante, presenta la acción de protección denunciando vulneración de 
derechos constitucionales.

6.2.1. La doctrina respecto del objeto y los elementos de la acción de protección se ha dicho 
que: 

“(…) En armonía con lo dispuesto tanto en el artículo 8 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, como en los artículos XVIII y 25 del Pacto de San José, 
que establecen la obligación general de los Estados democráticos de garantizar que 
toda persona pueda contar con un recurso efectivo ante los tribunales para lograr la 
protección contra actos que violen sus derechos, la Constitución concibe a la acción 
de protección como un mecanismo directo y eficaz para que cualquier persona o 
colectivo, mediante procedimiento breve, informal y sencillo, acuda ante los jueces 
para obtener rápida y de forma oportuna la protección necesaria frente a hechos y 
actos jurídicos que violen efectivamente sus derechos” (Juan Montaña Pinto en la obra 
“Apuntes de Derecho Procesal Constitucional”, Tomo 2 p. 108)

 

Por tanto se debe examinar si se cumplen los requisitos referentes a la procedencia de la 
acción de protección del Art. 88 de la Constitución y Art. 40 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, bajo las siguientes circunstancias: 

6.2.2. La violación del derecho debe ser el resultado de la acción u omisión de autoridad 
pública no judicial.

6.2.3. Acto u omisión que vulnere derechos constitucionales. El requisito de procedibilidad 
básico es el carácter constitucional del derecho violado. Para que proceda la acción de 
protección, la vulneración del derecho necesariamente debe afectar “el contenido 
constitucional”. No es competencia del juez constitucional revisar la legalidad del acto o su 
constitucionalidad, ya que esto es competencia de la Corte Constitucional conforme prescribe 
la misma Carta Fundamental del Estado; lo que sí cabe analizar es si el acto materia de 
impugnación es o no legítimo, si reúne los requisitos de: competencia, contenido, declaración 
de voluntad, objeto y causa, de los que habla de un modo general la doctrina universal del 
derecho administrativo, para que el acto administrativo sea legítimo, perfecto y ejecutoriable. 
Con relación a la competencia, “…que es el cúmulo de atribuciones que la norma jurídica le 
otorga a una determinada autoridad, en razón del puesto o dignidad que desempeñe…”. 

6.2.4. Para que la violación de un derecho constitucional se pueda remediar por medio de la 
acción de protección, se requiere que el derecho concreto vulnerado no tenga en el 
ordenamiento jurídico una garantía especial. No basta con que el acto sea ilegítimo y 
violatorio de derechos constitucionales, sino que no exista otro mecanismo legal que garantice 
los derechos fundamentales de las personas. 



 

6.3. Establecidos los elementos básicos para la procedencia de la acción de protección, 
debemos puntualizar:

 

6.3.1. En el presente caso, la parte accionada es el Servicio de Rentas Internas,  sus 
representantes  son autoridad pública pero no judicial.

 

6.3.2. Que el acto administrativo no pueda ser impugnado en la vía judicial salvo que se 
demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz”. 

 

Como ya se señaló, la acción de protección, procede cuando no hay protección ordinaria o, 
existiendo ésta no fuere adecuada ni eficaz. 

 

La acción ordinaria se aplica en lo relacionado a derechos patrimoniales o secundarios, es 
decir para proteger derechos ordinarios; en tanto que la acción de protección protege derechos 
constitucionales, tutela derechos fundamentales; es una acción alternativa según el criterio del 
Dr. Jorge Zavala en su obra “Teoría y Práctica Procesal Constitucional”, porque el afectado en 
defensa de su derecho constitucional tiene la posibilidad de acudir a los procesos ordinarios o 
a los procesos constitucionales; se puede escoger una u otra vía; como en efecto lo han 
realizado las personas el accionantes. La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional en su Art. 6 señala entre las finalidades de este tipo de garantías es la 
protección “eficaz e inmediata”; así el Art. 42 ibídem, al determinar las causales de 
improcedencia de la acción señala: “Cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en 
la vía judicial, salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz”.

 

La Corte Constitucional ha señalado que es obligación del juzgador indicar que la vía 
constitucional es o no es adecuada o eficaz.

“(…) impone la obligación jurisdiccional de justificar en la motivación de su 
sentencia si se verifica la existencia de una violación constitucional y, en caso de no 
encontrarla, discurrir sobre la vía que considera adecuada y eficaz para satisfacer la 
pretensión.” (Sentencia No. 283-14-EP/19)

6.3.3. Ahora, para establecer si por la proposición fáctica propuesta en la demanda es 



admisible o no en la vía constitucional, es necesario analizar si existe o no vulneración de 
derechos constitucionales, por lo tanto, es indispensable identificar los actos o las omisiones 
que se dicen vulneran derechos constitucionales, teniendo en consideración que la Corte 
Constitucional en decisiones recientes, ha expresado que dentro de una acción de esta 
naturaleza corresponde al juez constitucional realizar un análisis acerca de la real existencia de 
la vulneración de derechos constitucionales. Siendo obligación de esta Sala, no solamente 
circunscribir su análisis al ámbito de la legalidad, sino desde la óptica constitucional.  

6.4. La parte accionante alega como vulnerado el derecho a la la seguridad jurídica, al debido 
proceso por falta de motivación y el derecho a la propiedad;  exponiendo su teoría fáctica, 
para justificar las referidas vulneraciones de derechos, señalando que:

“Con fecha 05 de octubre del año 2022, el Servicio de Rentas Internas de esta ciudad 
de Tulcán, proceden a secuestrar el vehículo del cual la accionante soy copropietaria 
de placas XBY-0541, sin que hasta la actual fecha se me haya notificado en calidad de 
copropietaria con algún documento que justifique dicho secuestro o retención.

 

Con fecha 06 de febrero del año 2024, la compareciente (...) ingresé el trámite número 
1040120240004166, en el cual solicité la devolución del vehículo de placa XBY-0541; 
y, de no ser procedente esta petición, se le confiera la negativa debidamente motivada, 
para impulsar las acciones legales.

 

Con fecha 27 de febrero del año 2024, ingresé el trámite número 1040120240006234, 
en el cual adjunté una copia certificada del contrato de compraventa del vehículo de 
placas XBY-0541. Con fecha 13 de marzo del 2024, ingresé el trámite número 
1040120240008037, en el cual adjunté la partida íntegra de matrimonio tal como lo 
dispuso el Servicio de Rentas Internas.

 

(...) correspondía a esta cartera de estado proceder a la devolución del mismo y no a 
dar opciones que puedo tomar tal como lo manifiesta la providencia Nro. 
102012024PCOA0000119, la cual fue emitida como contestación a la petición 
realizada por la compareciente, la misma que carece de fundamento y motivación.

 

6.5. La accionante señala la vulneración del derecho a la seguridad jurídica, argumentando 
que la entidad accionada le ha negado el pedido de devolución del vehículo de placas XBY 
0541, habiendo justificado su derecho.



 

6.5.1. El   Art. 82 de la Constitución de la República del Ecuador, textualmente expresa: 

“El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en 
la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes”  

Sobre este derecho, la Corte Constitucional ecuatoriana en sentencia N° 175-14-SEP-CC, 
emitida dentro del caso N° 1826-12-EP, del 15 de octubre de 2014, ha manifestado que:

 

"…La seguridad jurídica es un derecho constitucional transversal a todo el 
ordenamiento jurídico, por cuanto garantiza el respeto a la Constitución como norma 
jerárquicamente superior y la aplicación de normas jurídicas previas, claras, públicas 
por parte de las autoridades competentes para ello…";

 

Mientras que en la sentencia N° 045-15-SEP-CC, dictada dentro del caso N° 1055-11-EP, del 
25 de febrero de 2015, sostuvo:

“…La seguridad jurídica implica la confiabilidad en el orden jurídico y la sujeción de 
todos los poderes del Estado a la Constitución y a la ley, como salvaguarda para 
evitar que las personas, pueblos y colectivos sean víctimas del cometimiento de 
arbitrariedades”.

 

Es conocido que a través del derecho a la seguridad jurídica se busca lograr un mínimo 
aceptable de certeza y confianza ciudadana respecto de las actuaciones de los poderes 
públicos, a través de la garantía del derecho, el Estado asegura a las personas que toda 
actuación se realizará acorde a la Constitución y que para la regulación de las diversas 
situaciones jurídicas, existirá una normativa previamente establecida y disponible para el 
conocimiento público, que será aplicada únicamente por parte de las autoridades competentes.

 

Sobre este particular la Corte Constitucional del Ecuador ha desarrollado el concepto de 
seguridad jurídica en varias de sus sentencias, puntualizando que:

 

“…El derecho a la seguridad jurídica encuentra su fundamento en el respeto a la 



Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y 
aplicadas por las autoridades competentes, por expresa disposición constitucional. 
Todos estos presupuestos deben ser observados por las autoridades competentes, 
quienes en la presente causa, investidas de potestad jurisdiccional, deben dar fiel 
cumplimiento a lo que dispone la Constitución de la República, respetando y haciendo 
respetar los derechos que se consagran en el texto constitucional...”,

 

Con lo anotado, el criterio de la Corte Constitucional ecuatoriana, se resume la seguridad 
jurídica consiste en el respeto al ordenamiento jurídico por parte de las autoridades 
competentes. 

 

6.5.2. En el caso, el Servicio de Rentas Internas SRI, distrito Carchi, durante la tramitación del 
procedimiento de ejecución coactiva No. PCA-COBUAPC18-00000023, seguido en contra 
del contribuyente: SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES EXPORTACIONES 
TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS REPRESENTACIONES y de su 
representante señor Jaime Heriberto Hurtado Lima, dispone el embargo del vehículo marca 
FORD, de placas de identificación vehicular XBY 0541, el 03 de mayo de 2022, nombrando 
como depositaria a la Dra. Mónica Patricia Galeas Pozo, providencia notificada en la misma 
fecha; el 30 de septiembre del 2022, se dispone que el señor Hurtado Lima Jaime Heriberto, 
proceda a entregar el automotor a la depositaria fiscal. El 05 de octubre del 2022 el propietario 
Jaime Hurtado, procede con la entrega del automotor de placas XBY 0541, a la depositaria 
Mónica Patricia Galeas Pozo.

 

El 06 de febrero del 2024, la señora Chalen Villao Noralma de Lourdes, solicita la devolución 
del vehículo de placas XBY 0541, argumentando que es cónyuge del señor Hurtado Lima 
Jaime Heriberto y que por lo tanto dicho bien forma parte de la sociedad conyugal, siendo ella 
la copropietaria del automotor señalado.

 

El 21 de febrero del 2024, la Administración Tributaria, le solicita demuestre en legal y debida 
forma la calidad en la cual comparece. El 27 de febrero del 2024, Chalen Villao Noralma de 
Lourdes, adjunta a su petición compulsa certificada del reconocimiento del contrato de 
compraventa del vehículo de placas XBY 0541, certificado único vehicular del automotor y 
certificado de matrimonio conferido por la Dirección General del Registro Civil, justificando 
la calidad de cónyuge del señor Hurtado Lima Jaime Heriberto. El 11 de marzo del 2024, le 
solicitan que presente una partida íntegra de matrimonio; el 13 de marzo del 2024, presenta la 
accionante este requerimiento.



 

El 27 de marzo del 2024, la entidad accionada, una vez justificado que Chalen Villao Noralma 
de Lourdes, es dueña del 50 % de derechos y acciones radicados en el vehículo de placas 
XBY 0541, dispone:

“(...) continuar con el Procedimiento de Ejecución Coactiva No. PCA-COBUAPC18-
0000023 Y NEGAR la petición realizada por la señora Noralma de Lourdes Chalen 
Villao, respecto a que se devuelva el vehículo de placas XBY 0541”.

 

6.5.3. En este sentido la entidad accionada, en forma expresa y con los textos transcritos 
procede a negar la petición que realiza la accionante Noralma de Lourdes Challen Villao, lo 
que significa que el vehículo continúa con el embargo dispuesto inicialmente.

 

6.5.4. La accionante a través de la presente acción constitucional de acción de protección, 
reclama el derecho a la seguridad jurídica, y este reclamo tiene sustento toda vez que, el 
Código Orgánico General de Procesos, cuerpo legal aplicable de manera supletoria en materia 
tributaria, prevé el embargo de bienes de la sociedad conyugal.

 

El  Art. 380 del Código Orgánico General de Procesos, textualmente indica: 

“...Embargo de cuota o de derechos y acciones. El embargo de la cuota o de derechos 
y acciones de una cosa universal o singular o de derechos en común, se hará 
notificando la orden de embargo a cualquiera de las o los copartícipes, que por el 
mismo hecho quedará como la o el depositario de la cuota embargada. Si el 
copartícipe rehusa del depósito dentro del tercer día de notificado, se notificará a otro 
de los copartícipes. Si se niegan todos, se hará cargo la o el depositario.

 

Cuando se trate del embargo de la cuota de uno de los cónyuges en los bienes de la 
sociedad conyugal, el otro cónyuge, si es mayor de edad, se considerará depositario 
de dicha cuota y tendrá su administración. De rehusar el depósito o de ser menor de 
edad, se hará cargo el respectivo depositario, en el segundo caso, hasta que la o el 
cónyuge llegue a la mayoría de edad y acepte el depósito…”. 

 

Esta normativa jurídica es previa, clara, pública y perfectamente aplicable al caso que se 



estudia. En la especie, se verifica que no se aplicó dicha disposición legal, por cuanto de la 
revisión de la providencia de embargo PCA-COBPGEV22- 0000001, de fecha 3 de mayo del 
2022, dictada por el señor Ing. Marco Vinicio Almeida Lucero, Recaudador Especial de la 
Dirección Provincial del Carchi del Servicio de Rentas Internas, que obra del expediente, 
consta que se ha dispuesto y se mantiene el embargo del vehículo de placas XBY 0541, de 
propiedad de una sociedad conyugal y no era de exclusiva propiedad del señor Jaime 
Heriberto Hurtado Lima; habiendo nombrado en la providencia de embargo en calidad de 
depositaria fiscal a la Dra. Mónica Patricia Galeas Pozo, sin haberse tomado en cuenta para 
ello a la hoy accionante señora Noralma De Lourdes Chalen Villao, cónyuge del tantas veces 
mencionado señor Jaime Heriberto Hurtado Lima; por lo que se concluye que en la especie las 
normas vigentes no han sido aplicadas.

 

6.5.5. Los legitimados pasivos, exponen que la señora Noralma De Lourdes Chalén Villao, no 
es la legítima propietaria del vehículo, que es propietaria del 50% de acciones y derechos del 
bien mueble, en este caso del vehículo de placas XBY 0541; al respecto, pese que la 
administración tributaria reconoce el derecho que tiene la accionante, dispone y mantiene el 
embargo sobre la totalidad del automotor y no del 50 % como en derecho corresponde.

 

La parte accionada, tanto en la providencia que niega la petición de la accionante, como en la 
fundamentación del recurso de apelación, plantea opciones para que en la acción coactiva, se 
reclame el 50% de los derechos y acciones radicados sobre el vehículo de placas XBY 0541, 
que por concepto de gananciales de la sociedad conyugal le corresponde a la accionante, 
sugiriendo que se presente: una tercería excluyente; que compre a su cónyuge el 50% de 
acciones y derechos del vehículo en mención o se realice una venta directa.

 

Sin embargo, éstas alternativas jurídicas no están previstas en la ley, para aplicarlas en el 
momento procesal en el que se encuentra el trámite de la acción coactiva, debiendo aplicarse 
exclusivamente lo que contiene la norma ya referida. Por tanto, corresponde a la 
administración tributaria mantener el embargo pero solo del 50 % del vehículo que le 
corresponde al coactivado, nombrar depositaria del vehículo a la accionante Noralma de 
Lourdes Challen Villao y concederle la administración del mismo y continuar con el curso 
legal en la tramitación del procedimiento de ejecución coactiva No. PCA-COBUAPC18-
00000023.

 

6.5.6. Revisado el acervo probatorio se puede apreciar que el embargo ha tenido lugar con 
apego a la normativa legal pertinente; sin embargo, ante la petición y justificación de la 



accionante que es dueña del cincuenta por ciento del vehículo que se encuentra embargado,  
por la parte accionada, no se ha dado una explicación o emitido un razonamiento en derecho, 
por qué no es posible aceptar el pedido de la señora Cahalen Villao; además la Sala considera 
que era procedente disponer lo que la normativa vigente establece en estos casos y no 
mantener una limitación al dominio de un bien mueble en la parte que le corresponde a la hoy 
accionante, toda vez que los efectos jurídicos de una acción como la coactiva están 
direccionados a esa persona únicamente, sin comprometer bienes de terceros.

 

No someterse al texto de la ley, equivale a no observar, respetar y aplicar las normas del 
ordenamiento jurídico; sin embargo para establecer si se vulnera o no el derecho a la 
seguridad jurídica, es necesario analizar si esa inobservancia de la norma afecta otros derechos 
constitucionales.

 

 La Corte Constitucional respecto al derecho a la seguridad jurídica ha señalado que: 

“(…) para que se produzca una vulneración al derecho a la seguridad jurídica es 
necesario que la inobservancia de la norma infra-constitucional tenga como resultado 
la afectación de preceptos constitucionales, de tal manera que la inaplicación de una 
norma se torne en constitucionalmente relevante”. (Sentencia No. 1469-13-EP/19, 4 
de diciembre de 2019, párr. 35)

Argumentar vulneración a un derecho constitucional como la seguridad jurídica,  basado en la 
inaplicación únicamente de una norma, no se torna constitucionalmente relevante; conocemos 
además, que es indispensable verificar en cada caso concreto que la acción de protección no 
esté siendo utilizada como una instancia adicional para remplazar las vías judiciales 
ordinarias; la acción de protección debe buscar resolver cuestiones que trascienden la esfera 
legal, el carácter eminentemente económico de la controversia y la inconformidad con las 
decisiones adoptadas; lo que involucra a una acción de protección es por ejemplo el 
desconocimiento de los derechos fundamentales al debido proceso. 

 

Tampoco es procedente en una acción de protección, la discusión de aspectos legales de un 
derecho; o, la correcta interpretación o aplicación de una norma procesal, salvo que de ésta se 
desprendan claramente violaciones de derechos fundamentales; la cuestión a discutirse  debe 
resultar de evidente relevancia constitucional. En este sentido al juez constitucional no le 
corresponde entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 
constitucional. En consecuencia, el juez debe indicar con toda claridad y de forma expresa por 
qué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional 
que afecta los derechos fundamentales de las partes. 



 

La Corte Constitucional, ha expuesto con claridad que: 

 

“14.5. Para que se produzca una vulneración al derecho a la seguridad jurídica es 
necesario que las transgresiones normativas tengan una trascendencia constitucional 
consistente, sobre todo, en una afectación a uno o varios derechos constitucionales del 
accionante distintos a la seguridad jurídica”. (Sentencia No. 1763-12-EP/20, de 22 de 
julio de 2020, párrafo 25)

 

Para determinar si existe vulneración al derecho a la seguridad jurídica corresponde analizar, 
la afectación relevante de otros derechos constitucionales.

 

 

6.6. Se dice que se ha vulnerado el derecho al debido proceso, en la garantía de la motivación.

 

6.6.1. El Art. 76.7.l  de la Constitución de la República del Ecuador establece: 

 

“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, 
se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 
básicas. (…)

 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:

l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá 
motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que 
se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. 
Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente 
motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán 
sancionados”.

 



Esta disposición constitucional exige que los actos administrativos, y judiciales tengan una 
estructura formada por: los hechos del caso, la norma aplicable a ese caso y finalmente la 
conclusión.  

 

6.6.2. El Pleno de la Corte Constitucional, determinó nuevas pautas para examinar los cargos 
de vulneración del derecho al debido proceso en la garantía de motivación, exige observar el 
estándar de suficiencia de acuerdo con el nivel de rigurosidad requerida al juez dentro de cada 
caso específico y verificar si en el mismo la garantía de motivación ha sido satisfecha.

 

Se ha determinado los tipos de deficiencia motivacional:

Inexistencia: La decisión carece totalmente de fundamentación normativa y fáctica. 

Insuficiencia: La decisión cuenta con fundamentación normativa y fáctica, pero no cumple 
con el estándar de suficiencia.

Apariencia: La argumentación luce suficiente, pero, en realidad, su fundamentación jurídica o 
fáctica inexiste o se encuentra afectada por un vicio motivacional: incoherencia; inatinencia;  
incongruencia e incomprensibilidad.

Incoherencia: contradicción entre premisas, entre premisas y conclusión o entre conclusión y 
decisión.

Incoherencia lógica: vulnera la garantía de motivación solo si no quedan otros argumentos que 
sean suficientes.

Incoherencia decisional: siempre vulnera tal garantía.

Inatinencia: las razones inatinentes no fundamentan una decisión, pues no guardan relación 
semántica general con la controversia. Solo vulnera a la motivación si no existe otra 
argumentación que sea suficiente.

Incongruencia: la fundamentación fáctica o jurídica no contesta argumentos relevantes y 
esenciales de las partes (para la decisión) o no se contesta ninguna cuestión de derecho 
necesaria de abordar en la resolución. Este vicio siempre vulnera la garantía de motivación.

Incomprensibilidad: La fundamentación normativa o fáctica no es razonablemente inteligible 
y vulnera la garantía de motivación solo si no queda otro argumento que configure una 
argumentación suficiente.

 



6.6.3. En el caso que se analiza, la resolución contenida en la providencia No. 
04012024PCOA0000119, dictada el 27 de marzo de 2024, donde se admite que la accionante 
justifica la calidad de propietaria del automotor de placa XBY 0541 y también que ha 
justificado que es cónyuge del señor Jaime Heriberto Hurtado Lima; sin embargo expone:

 

“La peticionaria debe considerar que el vehículo reclamado se encuentra secuestrado 
y embargado por parte de la Administración Tributaria, dentro del procedimiento de 
ejecución coactiva número PCA-COVUAPC18-00000023, seguido por la 
Administración Tributaria en contra del sujeto pasivo: SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX 
IMPORTACIONES, EXPORTACIONES, TRÁMITES ADUANEROS,MERCADEO 
ADUANAS REPRESENTACIONES  con RUC número 0491511621001 de la cual su 
cónyuge, el señor Hurtado Lima Jaime Heriberto con documento de identificación 
número 0400609970 es el responsable por representación.

 

Finalmente y con fundamento de lo anteriormente mencionado en esta Providencia se 
dispone continuar con el procedimiento de Ejecución Coactiva No. PCA-
COBUAPC18-00000023 y NEGAR la petición realizada por la señora Noralma de 
Lourdes Challen Villao, respecto a que se devuelva el vehículo de placas XVY 0541”.

 

6.6.4. En este orden de ideas, si bien se admite la proposición fáctica que en su momento 
expone la accionante, la resolución que emite la Administración Tributaria, no corresponde a 
lo que la norma determina, razón por la cual se puede visualizar que existe, deficiencia 
motivacional, específicamente por incongruencia, toda vez que la accionante en la 
fundamentación fáctica acepta jurídicamente el derecho que le asiste a la accionante, respecto 
del 50% de los derechos y acciones que le corresponden en el vehículo embargado; pero en su 
contestación no expone argumentos relevantes y esenciales respecto de su decisión; es decir 
no contesta argumentando alguna cuestión de derecho necesaria para tomar la resolución de 
negar la petición de la accionante Noralma De Lourdes Chalen Villao, quien pese a ser la 
legítima dueña del 50% del vehículo de placas XBY 054, no se la nombra depositaria y por lo 
tanto la administradora del automotor, cuando la ley así lo dispone. Señalar sin ningún 
fundamento jurídico acciones alternativas que debe tomar la accionante, 

 
 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

no implica motivar una resolución, por lo tanto, la falta de motivación de la resolución que 
niega el pedido de la accionante, es evidente. 

 



6.7. Se dice también que se vulnera el derecho a la propiedad.

 

6.7.1. El Art. 66, numeral 26, de la Constitución de la República señala: “Se reconoce y 
garantizará a las personas: 

…26. El derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y responsabilidad 
social y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará efectivo con la 
adopción de políticas públicas, entre otras medidas.”; 

Por su parte, el Art. 321, Ibídem, dispone: 

“El Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en sus formas pública, 
privada, comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa, mixta, y que deberá cumplir su 
función social y ambiental”, 

El Art. 599 del Código Civil establece que 

“El dominio, que se llama también propiedad, es el derecho real en una cosa corporal, 
para gozar y disponer de ella, conforme a las disposiciones de las leyes y respetando 
el derecho ajeno, sea individual o social.”   

 

6.7.2. La Corte Constitucional del Ecuador, en el caso N° 1773-11-EP2, citado en sentencia 
N° 179-17-SEP-CC, caso N° 0124-14-EP, que determina: 

“...el derecho constitucional a la propiedad, conforme lo dispuesto en la Constitución, 
comprende el derecho de toda persona al acceso a la propiedad y a su pleno ejercicio, 
para lo cual en los casos en que se prive de este derecho a una persona, esta privación 
debe ser efectuada de conformidad con las formas y condiciones determinadas en la 
Constitución y la ley…”; 

6.7.3. El Art. 17, numeral 2, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, determina:

 “…Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.”, 

El Art. 323, parte final, de la Constitución de la República del Ecuador, al referirse al derecho 
de propiedad señala:

“Se prohíbe toda forma de confiscación”, 

El Art. 324 ibídem puntualiza:

“El Estado garantizará la igualdad de derechos y oportunidades de mujeres y 



hombres en el acceso a la propiedad y en la toma de decisiones para la 
administración de la sociedad conyugal”.

Por el texto de la norma constitucional, resulta obligación de los juzgadores velar porque estos 
principios universales sean respetados, siendo obligación de toda autoridad el garantizar su 
cumplimiento según lo establecido en el Art. 11, numeral 1, ibídem, cuanto más que para 
determinar derechos, obligaciones o responsabilidades de cualquier orden, según el Art. 82, de 
la Carta Magna, se debe observar la normativa constitucional, convencional y legal 
preexistente.

6.7.4. En el caso, los actos administrativos emanados por la entidad accionada, Dirección 
Provincial del Carchi del Servicio de Rentas Internas, que disponen y mantienen el embargo 
del automotor de placas XBY 0541, pese que se ha demostrado y aceptado que no es único 
propietario del automotor el señor Hurtado Lima Jaime Heriberto, en calidad de responsable 
por representación del sujeto pasivo: SOCIEDAD CIVIL ITAMAREX IMPORTACIONES 
EXPORTACIONES TRÁMITES ADUANEROS MERCADEO ADUANAS 
REPRESENTACIONES, que el 50% de dicho vehículo es de propiedad de la hoy accionante, 
lo cual es reconocido por la entidad accionada a través de la emisión de la providencia No. 
104012024PCOA000019, de fecha 23 de marzo de 2024; pero, se mantiene el embargo por la 
totalidad del vehículo, afectando y limitando el derecho a la propiedad que tiene la accionante 
respecto del 50% que le corresponde; mucho más cuando existe un marco normativo que 
prevé lo que se está analizando, siendo procedente nombrar depositaria del bien a la 
propietaria del 50% y concederle en forma objetiva la administración del bien, tal como lo 
establece el Art. 380 del Código Orgánico General de Proceso; pero eso no ha ocurrido; 
consecuentemente, se ha atentado contra el derecho a la propiedad consagrado en los Arts. 66, 
numeral 26 y 321, de la Constitución de la República del Ecuador, al haberse limitado la 
propiedad fuera del marco legal. 

6.8. En conclusión, al no haberse observado y aplicado el texto de la ley, en el proceso 
coactivo instaurado por la administración tributaria, se ha  vulnerado el derecho constitucional 
de la legitimada activa, referentes a la seguridad jurídica, motivación y propiedad, por 
consiguiente es procedente aceptar la demanda, y en la reparación integral, disponer que la 
accionante Noralma de Lourdes Chalen Villao, sea la depositaria del vehículo de placas XBY 
0541, para lo cual se debe proceder con la entrega efectiva del automotor a la accionante. 

SEXTO: RESOLUCIÓN. Por las consideraciones expuestas,  la Corte Provincial de Justicia 
del Carchi, ADMINISTRANDO JUSTICIA CONSTITUCIONAL, EN NOMBRE DEL 
PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN 
Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA,  rechaza el recurso de apelación planteado por la parte 
accionada, reforma la sentencia de primera instancia, y designa a la señora NORALMA DE 
LOURDES CHALEN VILLAO, custodia o depositaria del vehículo de placas XBY 0541, 
quien deberá tenerlo y presentarlo ante la autoridad recaudadora las veces que considere 
pertinente.En lo demás se confirma la sentencia.



Ejecutoriada que sea la presente sentencia, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 86, 
numeral 5 de la Constitución de la República del Ecuador y Art. 25, numeral 1 de la Ley de la 
materia, remítase la misma a la Corte Constitucional, para su conocimiento y eventual 
selección y revisión. Notifíquese.
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